Carátula 


COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL 


(Sesión celebrada el día 23 de octubre de 2017). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:07). 


Agradecemos la presencia del señor ministro de Defensa Nacional, Jorge Menéndez; del 
subsecretario, Daniel Montiel; del director general de Políticas de Defensa, Marti Dalgalarrondo, y de la 
asesora, doctora Josefina Nogueira. 


A solicitud del señor senador García se convocó al señor ministro de Defensa Nacional para 
tratar el tema vinculado a la importación de armamento. 


SEÑOR GARCÍA.- Agradecemos a la delegación del Ministerio de Defensa Nacional por haber 
concurrido. 


Voy a hacer una breve síntesis, a los efectos de que todos los miembros de la comisión estén 
interiorizados en el tema. En lo personal, he estudiado bastante y, de hecho, realicé varios pedidos de 
informes que pretendo ampliar en el día de hoy. Luego de la introducción, deseo formular algunas 
preguntas concretas. 


Cabe señalar que el señor ministro del Interior también iba a comparecer a la comisión en el 
día de hoy, pero por un tema de licencia vendrá la próxima semana. 


El motivo de la convocatoria tiene que ver con el proceso tan particular que llevó a la 
importación de diferentes municiones y armamentos en el año 2015 y finalizó el año pasado. Voy a 
hacer un resumen para tener en claro las fechas y las diferentes instancias administrativas. 


El 16 de octubre de 2015, el Poder Ejecutivo autorizó una compra directa de municiones, 
armamento, pólvora, etcétera. El 4 de diciembre de 2015 el Ministerio del Interior solicitó al Servicio de 
Material y Armamento dos certificados de importación; uno de ellos —el que nos preocupa o el que nos 
ocupa- tenía seis ítems, es decir, seis artículos para importar. El Servicio de Material y Armamento 
analizó esa solicitud e informó que las características del primer ítem —se trata de una munición JSP 
124 9 x 19- estaban prohibidas legalmente al momento de la solicitud, según el artículo 14 del Decreto 
Ley n.* 10415 y el artículo 204 del Decreto n.* 2603/43, en la redacción dada por el Decreto n.? 
231/2002. 


Es decir que esas municiones, de tipo balas expansivas, estaban prohibidas por normas 
nacionales y por convenciones internacionales ratificadas por el Uruguay. Por lo tanto, el Servicio de 
Material y Armamento autorizó los ítems 2 a 6 y libró los certificados de importación, pero no el ítem 1. 


El 13 de mayo de 2016 el Ministerio de Defensa Nacional expidió los certificados. A título 
expreso, en el documento referido, negó el ingreso al país de estas balas, municiones de 9 x 19 mm, 
124 gramos. Dice expresamente, en nota del día 26 de abril: El Director General del Servicio de 
Material y Armamento resuelve: autorícese la importación de los ítems solicitados por el Ministerio del 
Interior —a fojas 2 y 3—, con la excepción, —lo hace a título expreso— de la munición JSP 124 gramos., 
calibre 9 x 19, que no se autoriza por contravenir el marco normativo legal vigente, expidiendo el 
certificado de importación de mercancías controladas en la forma de estilo. 


El día 13 de mayo expidió los certificados y el 27 de mayo el Ministerio del Interior solicitó la 
custodia de materiales, que vendrían por la frontera de Rivera, por una cantidad que solo en la 
autorización incluía lo autorizado. Como había otras municiones, se ponía el número total que, de 
memoria, podrían ser unas 2:135.000 que eran las que estaban habilitadas, las que tenían el 
certificado de importación. 


El 31 de mayo, es decir cuatro días después, ingresó el material por Rivera, pero pasó el 
autorizado y también el prohibido, es decir aquel que expresamente el Ministerio de Defensa Nacional, 
a través del documento expreso, prohibió su ingreso. Incluso, la cantidad de municiones que se declara 
ingresar concuerda con las que estaban autorizadas. No se dice nada de que aparte venían 750.000 
municiones más que estaban negadas, y se metieron en el paquete, pasando todo por la aduana de 
Rivera. No se trata de dos cajas de ticholos, sino de 750.000 municiones que, según el documento que 
me remitió el Ministerio de Economía y Finanzas, pesan más de 9.000 kilos. Me imagino que es un 
volumen respetable. 


Después de que esas municiones ingresaron en forma clandestina, de contrabando, el 
Ministerio del Interior empezó a realizar gestiones para blanquear el ingreso de ese material cuya 
autorización se había negado, y sin embargo estaban en el país. 


El 25 de julio de 2016, es decir, dos meses después del ingreso ilegal, se solicita, por parte 
de presidencia, una opinión al fiscal de gobierno —a partir de las gestiones del Ministerio del Interior—, 
que realiza un informe muy particular, que está escrito en tiempo condicional. Ahí también opina la 
secretaría de presidencia que comparte el criterio del Ministerio de Defensa Nacional. Es decir, que el 
dictamen de los servicios del Ministerio de Defensa Nacional por el que se niega el ingreso de esas 
municiones, también es refrendado por la secretaría de presidencia que comparte el mismo criterio 
jurídico. Reitero que pese a ello, el fiscal de gobierno hace un largo análisis y advierte que la secretaría 
de presidencia también está de acuerdo con el Ministerio de Defensa Nacional. 


El 8 de noviembre, seis meses después del ingreso clandestino de esas municiones, el 
presidente de la República dicta una resolución en la que ordena en forma excepcional —según dice la 
resolución que me remitió el Ministerio de Defensa Nacional que se le diera ingreso a las municiones 
que entraron en forma clandestina. 


Un mes después, antes de finalizar el año, sale un decreto que autoriza a la Policía, de ahí 
en adelante, a utilizar ese tipo de municiones que están prohibidas por la legislación nacional y por 
convenciones internacionales. 


En conclusión, post facto, había que blanquear las municiones que habían ingresado 
ilegalmente al país desde hacía cinco meses y estaban vaya a saber dónde y que el Ministerio del 
Interior no podía usar porque, teóricamente, no estaban en el país. 


Ese es, señor presidente, el resumen a trazo grueso de lo que motivó esta convocatoria. Si 
bien motivó un pedido de informes, en virtud de que se trata, para nosotros, de un hecho importante y 
grave, deseamos una ampliación de los hechos. A tales efectos, quiero realizar una serie de preguntas 
al ministro de Defensa Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor ministro prefiere que se le hagan las preguntas de a una o todos 
juntas? 


SEÑOR MINISTRO.- Si el señor presidente no tiene inconveniente, solicito que se realicen las 
preguntas en forma global. 


SEÑOR GARCÍA.- Son diez preguntas. 


1) ¿El señor ministro fue informado, previamente a su introducción al país por parte del 
Ministerio del Interior, de los motivos por los que se pretendía adquirir 750.000 municiones Magtech 
JPS 124 gramos, calibre 9 x 19? 


2) ¿Quiénes fueron los asesores jurídicos del Ministerio de Defensa Nacional que 
intervinieron y fundamentaron la oposición a la importación por resultar material de guerra y de uso 
prohibido por legislación nacional y convenios internacionales? 


3) ¿El Ministerio de Defensa Nacional fue informado por el Ministerio del Interior del destino de 
esas municiones, luego de ingresadas al país? ¿Dónde fueron guardadas? 


4) ¿El Ministerio de Defensa Nacional sabe si el Ministerio del Interior recurrió la decisión de 
su ministerio de negar la importación de esas municiones? 


5) Teniendo en cuenta el dictamen del fiscal de gobierno —escrito en tiempo condicional y la 
resolución presidencial del 8 de noviembre que se basa en el dictamen del fiscal, ¿el señor ministro 
sabe si existe norma legal expresa, clara y concreta que autorice al Poder Ejecutivo a realizar 
importaciones excepcionales en cuanto a municiones prohibidas por la ley nacional y convenciones 
internacionales ratificadas por Uruguay? 


6) ¿En algún momento le sugirió al señor ministro, por algún servicio de su cartera, la 
necesidad de derivar estos antecedentes a la justicia penal en virtud del ingreso ilegal de municiones, 
ante la eventualidad de haberse configurado algún delito? 


7) ¿El Ministerio de Defensa Nacional verificó posteriormente la cantidad y calidad de las 
municiones mencionadas en el lugar donde las haya guardado el Ministerio del Interior? Si fue así, o si 
no, digan por qué y cuál es la razón. 


8) ¿El Ministerio de Defensa Nacional consideró del caso, por la irregularidad de lo actuado, 
dar cuenta a la Dirección de Aduanas? 


9) ¿Hay antecedentes en el Ministerio de Defensa Nacional de que hubieran ingresado al país 
municiones de estas características en oportunidades anteriores? 


10) ¿El Ministerio de Defensa Nacional sabe si Aduana tomó alguna acción correctiva o 
administrativa ante este caso? 


SEÑOR MINISTRO..- Solicito que se me brinde fotocopia de las preguntas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


SEÑOR MINISTRO.- Si el presidente lo cree conveniente, voy a hacer una breve presentación que 
preparamos en el ministerio sobre lo que iba a ser el tenor de la convocatoria. Entiendo que alguna 
información ya irá adelantando respuestas sobre las interrogantes del señor senador. 


1.) Conforme a lo dispuesto en el Decreto Ley n.* 10415, de 13 de febrero de 1943, las 
operaciones aduaneras de importación, exportación y tránsito que tengan por objeto, entre otros 
materiales, sustancias químicas peligrosas, explosivas y municiones, deberán ser autorizadas 
previamente por el Ministerio de Defensa Nacional, en delegación que realiza dicha cartera, al Servicio 
de Material y Armamento. Vemos que hay dos elementos, por un lado, las operaciones aduaneras de 
importación y exportación y, por otro, se hace referencia a las autorizaciones previas. 


2.2) Por otra parte, el Decreto n.” 91/993, de 24 de febrero de 1993, delegó al Servicio de 
Material y Armamento, dependencia del Ministerio de Defensa Nacional, la recepción y trámite de las 
solicitudes de importación de explosivos, armas de fuego, municiones, sustancias químicas peligrosas, 
así como el otorgamiento del certificado de importación, previo informe técnico y legal correspondiente. 


3.2) Con fecha 4 de diciembre de 2015 el Ministerio del Interior promovió, ante el Servicio de 
Material y Armamento, la solicitud de la importación de varios ítems de mercaderías controladas 
comprendidas en la previsión del artículo 12 del Decreto Ley n.*10415. Dentro de ellos se incluían 
750.000 unidades de municiones JSP 124, calibre 9 x 19. 


4.2) Efectuados por el Servicio de Material y Armamento los análisis técnicos, este concluyó 
que la munición antes referida se encontraba comprendida dentro de las provisiones previstas en el 
artículo 14 del Decreto Ley n.*10415 por convenciones internacionales y normas reglamentarias. 


5.2) Conforme a lo previsto en el artículo 75 del Decreto n.” 500/91 y de modo previo al 
dictado del acto administrativo correspondiente, el Servicio de Material y Armamento otorgó vista de las 


actuaciones al Ministerio del Interior para que tomara conocimiento de los informes técnicos y legales 
que asesoraban desestimar la importación de las municiones antes referidas. 


6. Los descargos presentados por el Ministerio del Interior fueron desestimados por el 
Servicio de Material y Armamento, el que dictó resolución el 26 de abril de 2016 autorizando la 
importación de la totalidad de los ítems solicitados por el Ministerio del Interior, con excepción de la 
munición JSP calibre 9 x 19, por entender que ella contravenía disposiciones legales y reglamentarias 
vigentes. 


En ese mismo acto administrativo se dispuso expedir por el resto de los ítems el certificado 
de importación de mercaderías controladas. 


La resolución del Servicio de Material y Armamento, del 26 de abril de 2016, fue notificada al 
Ministerio del Interior con fecha 28 de abril de 2016. 


7.2) Dados los informes jurídicos contrarios entre el Ministerio de Defensa Nacional, el 
Servicio de Material y Armamento, y el Ministerio del Interior, pues uno entendía que la munición 
violaba disposiciones legales y reglamentarias, y acuerdos internacionales y el otro entendía que no 
existía tal violación pudiendo por ende importar, el Poder Ejecutivo requirió, como en múltiples trámites 
administrativos, informe de la Fiscalía de Gobierno de Primer Turno. 


El informe de la Fiscalía ya le fue enviado al señor senador García con la respuesta al pedido 
de informes que nos solicitó. En dicha oportunidad, además, se remitió al señor senador la resolución 
del Poder Ejecutivo del 8 de noviembre de 2016, por la que autorizó en forma excepcional la 
importación de las municiones ya citadas anteriormente. Disponía, además, la necesaria expedición del 
certificado de la importación de la mercadería controlada. Desde el punto de vista formal, ese hecho es 
muy importante. 


El Poder Ejecutivo dictó la resolución con los fundamentos de hecho y de derecho en ella 
explicitada, los que dieron motivo a su aprobación. 


8.”) En cumplimiento de la resolución del Poder Ejecutivo antes mencionada, el Servicio de 
Material y Armamento otorgó el certificado de importación correspondiente mediante la autorización 
339 M16, del 21 de diciembre de 2016. 


Una vez dictada la resolución del Poder Ejecutivo del 8 de noviembre de 2016, el Ministerio 
del Interior, con fecha 8 de noviembre, solicitó al Servicio de Material y Armamento la verificación de las 
municiones para proveer al personal de su uso. 


En esa fecha el Ministerio de Defensa Nacional, Servicio de Material y Armamento, tomó 
conocimiento de que esa mercadería estaba en el territorio nacional. 


Es lo que debemos informar desde el punto de vista general. 


En cuanto a las 10 preguntas realizadas, como se comprenderá estamos haciendo una 
contestación sumaria por el hecho de que no hemos tenido tiempo para una elaboración más profunda. 


Con respecto a la primera pregunta, sobre si fuimos informados previamente a su 
introducción al país, por parte del Ministerio del Interior, de los motivos por los que se pretendía adquirir 
750.000 municiones Magtech JPS 124 gramos calibre 9x19, la respuesta es que no; se trató de un 
procedimiento de compra directa por excepción, secreta, al amparo del Tocaf, que realizó el Ministerio 
del Interior. 


La segunda pregunta dice: «¿Quiénes fueron los asesores jurídicos de su ministerio que 
intervinieron y fundamentaron la oposición a la importación por resultar material de guerra y prohibido 
su uso por legislación nacional y convenios internacionales?» La respuesta es que el asesoramiento 
que tuvo el Servicio de Material y Armamento fue del doctor Fabián Brufau, que es un asesor de ese 
servicio. 


Con respecto a la tercera pregunta sobre si fui informado por el Ministerio del Interior del 
destino de esas municiones luego de ingresadas al país y dónde fueron guardadas, la respuesta es no. 
Se brinda custodia hasta la Guardia Republicana pero no se hace en ese momento la verificación. En 
esa etapa el Ministerio de Defensa Nacional no hace la verificación y solamente realiza la custodia del 
transporte de las mismas hasta esa locación, sin conocer lo que compone ese traslado. 


La cuarta pregunta dice: «¿Sabe si el Ministerio del Interior recurrió la decisión de su 
ministerio de negar la importación de esas municiones?» La respuesta es que no recurrió. 


Aclaro que estoy contestando rápidamente, pero puede haber alguna respuesta que luego de 
realizar un estudio más profundo pueda requerir algún tipo de ampliación o variación en cuanto a la 
contestación que primariamente estamos realizando. Nuestra voluntad es la de responder, aportando 
positivamente a las interrogantes formuladas. 


La quinta pregunta dice: «Teniendo en cuenta el dictamen del Fiscal de Gobierno, condicional 
por cierto, y la resolución presidencial del 8 de noviembre que en él se basa, ¿sabe usted si existe 
norma legal expresa, clara y concreta, que autorice al Poder Ejecutivo a realizar importaciones 
excepcionales en cuanto a municiones prohibidas por la ley nacional y convenciones internacionales 
ratificadas por Uruguay?» La respuesta es no; el Poder Ejecutivo dicta una resolución convencido de 
su regularidad jurídica. 


La sexta pregunta dice: «¿Fue sugerido al señor ministro por algún servicio de su cartera la 
necesidad de derivar a la justicia penal este ingreso ilegal de municiones ante la eventualidad de 
haberse configurado algún delito?» La respuesta es que el Servicio de Material y Armamento aconsejó 
dicha circunstancia, pero se entendió que de haberse registrado alguna irregularidad la misma no se 
había producido en el ámbito de actuación del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Qué quiere decir que el Servicio de Material y Armamento aconsejó dicha 
circunstancia? 


SEÑOR MINISTRO.- Lo que el señor senador preguntó; es decir que el Servicio de Material y 
Armamento aconsejó hacer una denuncia penal. Pero se entendió que de haber registrado alguna 
irregularidad la misma no se había producido en el ámbito de actuación del Ministerio de Defensa 
Nacional. Eso es lo que entendió el Ministerio de Defensa Nacional y que, en cuanto a la denuncia 
penal, no es a este ministerio a quien le compete, por no haber entendido que cualquier tipo de 
irregularidad se realizaba en el seno de su actividad administrativa. 


SEÑOR GARCÍA.- Habiendo dos partes en juego, uno supone que si no es el Ministerio de Defensa 
Nacional, es el Ministerio del Interior. 


SEÑOR MINISTRO.- No estoy diciendo eso. Acá hay varias partes; el Estado ha estado actuando 
conjuntamente, y no solo el Ministerio de Defensa Nacional. Yo no estoy diciendo que se haya 
configurado o no, pero de configurarse no corresponde al Ministerio de Defensa Nacional —porque 
nosotros actuamos de acuerdo a derecho; estamos convencidos de eso- realizar ningún tipo de 
denuncia. 


La séptima pregunta dice: «¿El Ministerio de Defensa Nacional verificó posteriormente la 
cantidad y calidad de las municiones mencionadas en el lugar que estaban depositadas por el 
Ministerio del Interior?. Sí, no, ¿por qué?» Contesto que sí, luego de la resolución del 8 de noviembre 
de 2016, en la etapa de verificación. 


SEÑOR GARCÍA.- Es decir que después de la resolución los servicios del Ministerio de Defensa 
Nacional fueron al lugar donde estaban depositadas e hicieron todos los controles técnicos. 


SEÑOR MINISTRO.- Exactamente. 


La octava pregunta dice: «¿El Ministerio de Defensa Nacional consideró del caso por la 
irregularidad de lo actuado dar cuenta a la Dirección de Aduanas?». Contesto que no, por idénticas 
razones a las expresadas al contestar la pregunta n.* 6. 


SEÑOR GARCÍA.- El Ministerio de Defensa Nacional no dio cuenta? 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo a la pregunta, no, por idénticas razones a las expresadas al contestar 
la pregunta n.* 6. 


SEÑOR GARCÍA.- No entiendo. 


SEÑOR MINISTRO..- Acá se pregunta si lo consideró del caso por la irregularidad de lo actuado y yo 
contesto que no, por idénticas razones a las expresadas al contestar la pregunta n.* 6. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿El Ministerio de Defensa Nacional no dio cuenta a la Dirección de Aduanas? 


SEÑOR MINISTRO.- No dimos cuenta de las irregularidades. Nosotros no estamos determinando si 
existió un proceso irregular o no. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Se dio cuenta o no? 


SEÑOR MINISTRO.- El señor senador me está haciendo otra pregunta ahora. Hace una calificación y 
yo contesto sobre esa calificación. La respuesta es muy clara. Para mí la calificación, en el 
procedimiento en el que actuamos, no está configurada. Si lo está en la actuación de otro organismo, 
no tiene que ver con el Ministerio de Defensa Nacional. La respuesta es clara: no, por razones 
idénticas a las dadas en la pregunta n.* 6. 


La pregunta 9 dice: «¿Hay antecedentes en ese ministerio de que hubieran ingresado al país 
municiones de estas características en oportunidades anteriores?». Sí, el Ministerio del Interior se las 
remitió al fiscal de Gobierno de primer turno en cuanto lo requirió. Además, en diálogo que he 
mantenido con responsables del Servicio de Material y Armamento se me ha comunicado que hubo 
ingreso de armas y de municiones en el pasado que no fueron autorizadas por el Ministerio de Defensa 
Nacional. Los procesos de verificación y de autorización han sido mucho más regulares en la última 
etapa en cuanto a los que se tienen antecedentes, pero sí ha existido ingreso de armas y municiones 
en el pasado. 


La décima pregunta es si el Ministerio de Defensa Nacional sabe si la aduana tomó alguna 
acción correctiva o administrativa en este caso y la respuesta es que no. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero repreguntar con respecto a las preguntas 8 y 9. 


Pido al ministro que saque el calificativo de «irregular» a la pregunta 8. Yo lo puse porque si 
le sugirieron que hiciera una denuncia penal es porque no era algo normal. Por algo el ministro 
contestó en la pregunta n.* 6 que hubo una sugerencia de hacer una denuncia penal; no se denuncia lo 
que está bien. Si el ministro no quiere poner el calificativo de «irregular» —aunque algún servicio solicitó 
la denuncia penal— saquémoslo. Entonces, la pregunta sería si el Ministerio de Defensa Nacional puso 
en conocimiento a la aduana; si había conocimiento de todos estos procesos que podríamos calificar 
de «llamativos» —para sacar lo de irregular— y que motivan la convocatoria. 


SEÑOR MINISTRO.- Hicimos las consultas a la aduana en dos ocasiones por el procedimiento. El 15 
de noviembre de 2016, cuando ya estaba el procedimiento aprobado, pedimos el detalle de la fecha y 
lugar de ingreso al país de las mercaderías en cuestión. 


SEÑOR GARCÍA.- Hice esta pregunta porque la aduana, según su propia contestación a través del 
Ministerio de Economía y Finanzas, sí interpreto que hubo un procedimiento irregular e inició un 
proceso disciplinario. 


SEÑOR MINISTRO.- No estamos al tanto de ese proceso interno. 


SEÑOR GARCÍA.- La pregunta 9 consulta sobre si hay antecedentes en ese ministerio que hubieran 
ingresado municiones —en realidad, se trata de armamento, pero aquí se utiliza el vocablo 
«municiones»— de estas características en oportunidades anteriores. El ministro dijo que le habían 
notificado que hubo ingreso de material sin autorización. Una cosa es que haya ingreso de material sin 
autorización y, otra, que haya entrado material legalmente prohibido. Entonces, la pregunta es si desde 
el Ministerio del Interior tienen conocimiento de que en otras oportunidades hubiera ingresado material 


prohibido —no hablo solamente de sin autorización— por la ley nacional y por convenciones 
internacionales. 


SEÑOR MINISTRO.- Ya había contestado que sí. La información que tenemos es que el Ministerio del 
Interior se lo remitió al fiscal de Gobierno de 1.* turno cuando éste lo requirió. También agregué que en 
el pasado ingresaron al país municiones y armamentos que por haberlo hecho en forma ¡legal estaban 
prohibidos. 


SEÑOR GARCÍA.- Tengo lo del fiscal de Gobierno y éste nunca argumenta o muestra un documento 
sobre la existencia de esto. Lo que sí es cierto es que el Ministerio del Interior ha dicho públicamente 
que este tipo de municiones ingresaron en otras oportunidades. Puede ser que haya existido, pero 
nadie muestra un documento. Por eso preguntaba si en el Ministerio de Defensa Nacional existió el 
caso de que hubieran ingresado materiales prohibidos, como armamento de guerra, sin su 
conocimiento. Reitero que la diferencia no es sutil: una cosa es que ingrese material sin la debida 
autorización pero de uso habitual, legal, y otra que ingrese un material que tiene una doble ilegalidad: 
que haya ingresado y que esté prohibido en el país tanto por la legislación nacional como por la 
internacional. Por eso pregunté si el Ministerio de Defensa Nacional lo sabía. Si sabe me imagino que 
no será porque le dijeron que había, sino que tiene algún documento que establezca que en tal fecha 
hubo un ingreso de este tipo. 


SEÑOR MINISTRO.- Di una respuesta clara. Lo que nosotros conocemos es esto. Además, cuando el 
fiscal de gobierno emite su dictamen y cuando se dicta la resolución del Poder Ejecutivo habilitando el 
ingreso se establece que es por la vía de la excepción. La propia palabra está determinando que la 
norma sigue existiendo. Como sigue existiendo damos por hecho —en la medida en que no tenemos 
otro antecedente— que esta es la excepción. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Este asunto es interesante, pero quiero decir que el Ministerio de 
Defensa Nacional en esta oportunidad no puede abrogarse potestades que son de la aduana. 
Considero que si quisiéramos aclarar realmente el fondo de este asunto deberíamos recurrir a la 
Dirección Nacional de Aduanas para que nos provea de la información respectiva, porque quien 
controla es la aduana. Por lo tanto, el Ministerio de Defensa no podría ir a denunciarle esto. La aduana 
actúa cuando la mercadería se introduce desde la frontera. También quiero decir que hay un Régimen 
Infraccional Aduanero, un Código Aduanero, un Código Penal y un Código de Procedimiento Aduanero 
que pueden arrojar un poco más de luz al respecto. Cuando venga el Ministerio del Interior nos dará su 
visión. Me parece que si queremos aclarar este asunto además de los elementos que la comisión ya 
tiene, sin ningún lugar a dudas, la que nos puede ayudar a encontrar un equilibrio entre toda la 
información que tenemos es la Dirección Nacional de Aduanas. Reitero que el Ministerio de Defensa no 
es el que hace ese control. Considero que el elemento que está faltando desde que la comisión ha 
estado tratando este tema es saber la naturaleza de la mercadería, su volumen, qué dice el Infraccional 
Aduanero con respecto a un plus que hubo en la carga, al que obviamente no se le puede llamar 
«contrabando» porque quien determina qué es contrabando es el Régimen Infraccional Aduanero y los 
tribunales de aduana. Me parece que sin ninguna duda este es un tema delicado y los indicados no 
serían el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional, sino que el juez en esta situación 
tan peculiar sería la aduana. 


Por otra parte, el plus que puede haber en una carga está sujeta a la regularización. Sé que 
este tema ya llamó la atención de la cámara en otra oportunidad, porque si se regulariza quiere decir 
que hay algo irregular. Técnicamente no se trata de contrabando porque nadie lo ha declarado como 
tal, pero a nivel aduanero hay una figura que versa sobre la regularización de los embarques cuando 
hay desajustes en la carga o en los documentos presentados originalmente, que a veces pueden tener 
un desfasaje con lo que llega efectivamente a la puerta de la aduana, a la frontera del país. 


Quería dejar estas constancias sobre un tema que tiene sus complicaciones. Ahora bien, 
creo que no es por la vía de los ministerios del Interior o de Defensa Nacional que se puede traer un 
poco más de luz a este tema. Aclaro que cuando hablo de «luz» no lo hago con un sentido de 
oscuridad, sino por lo farragosa que está la situación producto de una serie de documentos, leyes y 
decretos que aquí se han mencionado. 


Por lo tanto, me parece que quien podría equilibrar todo esto sería la propia Dirección 
Nacional de Aduanas, organismo al que podríamos convocar en alguna oportunidad para hablar 
específicamente del tema. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero dejar constancia de que en la respuesta al pedido de informes que envía el 
Ministerio de Defensa Nacional, se adjunta un documento del 26 de abril del Servicio de Material y 
Armamento, en cuyos Considerandos se dice exactamente lo contrario a lo que acaba de informar por 
parte del propio ministerio. 


Concretamente, en el Considerando n.” 3 se establece que el Ministerio del Interior, al 
realizar objeciones en la evacuación de las vistas de fojas 31, no informó sobre la existencia de una 
norma vigente que pudiera exceptuar a la institución policial de la prohibición legal erga omnes, que 
surge prístinamente en la redacción del artículo 14 referido. 


Luego, en el Considerando n.* 4 —insisto que esta es una respuesta oficial del Ministerio de 
Defensa Nacional-, se dice que la institución solicitante —es decir, el Ministerio del Interior— no agregó 
probanza que acreditara sus objeciones, no identificó la existencia de antecedentes concretos que 
menciona genéricamente —esto es contrario a lo manifestado por el señor ministro— y no controvirtió los 
extremos fácticos y fundamentos de derecho, claros y exhaustivamente expuestos en el informe 
jurídico de fojas 33, 38, etcétera. 


Aquí el Ministerio de Defensa Nacional dice que el Ministerio del Interior nunca identificó la 
existencia de antecedentes concretos que menciona genéricamente. Lo reitero porque me llamó la 
atención que resultara contradictorio con lo que se ha expresado aquí en sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La mesa informa que para esta instancia también fueron convocadas las 
autoridades del Ministerio del Interior pero, por razones de fuerza mayor, el señor ministro no puede 
participar en el día de hoy, por lo que se está coordinando su comparecencia para la semana que viene 
porque, sin duda alguna, su aporte será un elemento central para tener toda la información con relación 
a este tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Retomo lo ya dicho. 


Obviamente que en las contestaciones que hicimos al pedido de informes solicitado por el 
señor senador García tratamos de evacuar sus interrogantes, con tiempo y en la forma adecuada. 
Ahora bien, sobre las preguntas que formula en este momento tratamos de aportar en un sentido 
positivo. Puede ser que exista algún error o incongruencia que, en la medida que dispusiéramos de 
tiempo para leerla nuevamente, se podría subsanar. 


Reitero que con respecto a los informes jurídicos, el Ministerio de Defensa Nacional, Servicio 
de Material y Armamento, y el Ministerio del Interior tenían diferentes posiciones: uno entendía que las 
municiones violaban las disposiciones legales y reglamentarias, así como el cumplimiento de normas 
internacionales y, el otro, consideraba que tal violación no existía y que, por ende, se podía importar. 
Eso determinó que el Poder Ejecutivo requiriera el informe a la fiscalía de Gobierno, y reafirmo esa 
situación. El informe del Ministerio de Defensa Nacional, que fue el realizado por el Servicio de Material 
y Armamento, fue el que enviamos al señor senador García. Luego hubo una interpretación posterior 
de la Fiscalía de Gobierno en base a la cual, según entendemos en el marco del derecho, hubo una 
resolución del Poder Ejecutivo que habilitó un procedimiento posterior que fue el que se llevó adelante. 


Quiero dejar establecido —porque aquí se ha mencionado— que al Ministerio de Defensa 
Nacional no le corresponde intervenir en el desaduanamiento ni en el despacho de las municiones, 
sino en la custodia del traslado desde el recinto aduanero hasta el depósito fiscal, que es en el Servicio 
de Material y Armamento, pero que desde hace muchos años, también realiza la guardia republicana. 
Ahí se lleva adelante la tarea de verificación, luego de expedido el certificado de importación de 
mercaderías peligrosas que precisamente fue lo que se realizó. 


En definitiva, nosotros entendemos que el Ministerio de Defensa Nacional actuó desde 
principio a fin de acuerdo a las normas habilitantes que nos permiten actuar en la materia. No nos 
apartamos en ningún momento de los procedimientos que habitualmente se realizan y que determina la 
norma a la cual estamos sometidos. Eso lo quiero reafirmar. 


Esta es la información que podemos dar. Si necesitan más información, quedamos a la orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos al señor ministro y a su delegación su comparecencia. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 15:01). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


